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Revisión Judicial 
procedente de la 
Junta de Retiro del 
Gobierno de Puerto 
Rico  
 
Caso Número: 
2016-0193  
 
Sobre: 
Incapacidad 
Ocupacional  

 

Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, el juez 
Bonilla Ortiz y la jueza Cortés González 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de abril de 2021. 

 El señor Ángel Díaz Suárez (señor Díaz Suárez o el 

recurrente) nos presenta una Solicitud de Revisión, a fin de que 

revisemos una Resolución emitida por la Junta de Retiro del 

Gobierno de Puerto Rico (Junta de Retiro), el día 21 de octubre de 

2020, archivada en los autos el día 21 de diciembre de 2020, pero 

puesta al correo el día 4 de enero de 2021. 

 Hemos examinado detenidamente los escritos de las partes y 

los documentos que conforman sus respectivos Apéndices, con 

base en lo cual, resolvemos DESESTIMAR el recurso por carecer de 

jurisdicción para entender sobre éste.  Nos explicamos. 

I. 

 La Junta de Retiro del Gobierno de Puerto Rico emitió una 

Resolución Final el 21 de octubre de 2020, en la que confirmó la 

determinación administrativa de la Administración de los Sistemas 

de Retiro que denegó la Solicitud de Pensión por Incapacidad 

Ocupacional instada por el señor Díaz Suárez.  Dicha 
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determinación fue archivada el 21 de diciembre de 2020, pero 

puesta para su envío y notificación el 4 de enero de 2021, 

conforme surge del matasello de correo postal1. 

 Inconforme con el dictamen administrativo, el señor Díaz 

Suárez, por medio de su representación legal, presentó una 

Solicitud de Reconsideración ante la Junta de Síndicos.  Aun 

cuando el escrito de reconsideración tiene fecha de 20 de enero de 

2021, y a pesar de que en éste, se certifica que en dicho día se 

había notificado con copia del escrito a la Junta de Síndicos2, 

surge de los documentos que obran en el legajo apelativo, que la 

Reconsideración fue puesta en el correo el 22 de enero de 2021 y 

recibida el 26 de enero de 20213. Ese dato, lo corrobora, la 

comparecencia que hace ante este foro el señor Díaz Suárez, quien 

expone que la reconsideración fue recibida por la Junta de 

Síndicos el 26 de enero de 2021.   

El tracto procesal administrativo revela que, la Junta de 

Síndicos no se expresó con relación a la moción de 

Reconsideración interpuesta por el señor Díaz Suárez.   

Entretanto, el 26 de febrero de 2021, el señor Díaz Suárez 

presentó la Solicitud de Revisión de título ante este tribunal 

apelativo intermedio, imputando al ente administrativo los 

siguientes errores al resolver su caso: 

Erró la Honorable Junta de Síndicos al concluir que el 
recurrente no está total y permanentemente incapacitado 
para realizar las labores de su trabajo o cualquiera otro que 
se le pudiera asignar, conforme la evidencia sustancial en el 
expediente y lo declarado por el recurrente el día de la vista. 
 
Erró la Honorable Junta de Síndicos al notificar la decisión 
impugnada el notificada el 21 de diciembre de 2020[sic] 
pero puesta al correo el 4 de enero de 2021, limitándole su 
derecho a reconsiderar a solo 6 días.  
 

Tras examinar el recurso, concedimos un término a la parte 

recurrida para que presentara su Alegato.  Luego de presentar una 

 
1 Véase: Apéndice de la parte recurrida, pág. 18. 
2 Véase: Apéndice de la parte recurrente, pág. 28. 
3 Véase: Apéndice de la parte recurrente, pág. 29. 
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Moción Asumiendo Representación Legal y en Solicitud de Prórroga 

que fue concedida, la Junta de Retiro compareció mediante Alegato 

en Oposición a Recurso de Revisión Administrativa.  En su 

comparecencia, expone que este foro apelativo no cuenta con 

jurisdicción para atender el recurso de revisión judicial, debido a 

que la reconsideración al foro administrativo no fue presentada 

dentro del término correspondiente.  Razona que se interrumpió el 

término para comparecer ante este foro.  Arguye, además, que los 

errores no fueron cometidos, y sostiene que la determinación 

administrativa está sostenida por prueba sustancial que obra en el 

expediente.  Aduce que, la interpretación por parte de la 

Administración de los Sistemas de Retiro y la Junta de Retiro, es 

correcta en derecho. 

II. 

 Como es sabido, nos corresponde primeramente analizar en 

todo caso si poseemos jurisdicción para atenderlo, puesto que los 

tribunales estamos llamados a ser fieles guardianes de nuestra 

jurisdicción, incluso cuando ninguna de las partes invoque tal 

defecto.  S.L.G. Szendrey Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007). Por tanto, antes de entrar a los méritos de un asunto, 

debemos asegurarnos que poseemos jurisdicción para actuar, ya 

que los asuntos jurisdiccionales son materia privilegiada y deben 

ser resueltos con preferencia.  García v. Hormigonera 

Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007).  La falta de jurisdicción de un 

tribunal no es susceptible de ser subsanada, por lo que el tribunal 

carece de discreción para asumir jurisdicción donde no la hay.  

S.L.G. Szendrey Ramos v. F. Castillo, supra, a la pág. 883; Souffront 

v. A.A.A., 164 DPR 663 (2005).  Una de las instancias en que un 

tribunal carece de jurisdicción es cuando se presenta un recurso 

tardío o prematuro, pues este “adolece del grave e insubsanable 

defecto de privar de jurisdicción al tribunal al cual se recurre… 
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puesto que su presentación carece de eficacia y no produce ningún 

efecto jurídico…”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008). 

Es norma reiterada que en los casos en que los tribunales 

carecemos de jurisdicción o de autoridad para entender en los 

méritos de las controversias planteadas, debemos así declararlo y 

proceder a desestimar el recurso. González v. Mayagüez Resort & 

Casino, 176 DPR 848, 855 (2009).  Ello se debe a que la falta de 

jurisdicción tiene las siguientes consecuencias: “(1) no es 

susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 

voluntariamente conferírsela a un tribunal como tampoco puede 

éste atribuírsela; (3) conlleva la nulidad de los dictámenes 

emitidos; (4) impone a los tribunales el ineludible deber de 

auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a los tribunales 

apelativos el deber de examinar la jurisdicción del foro de donde 

procede el recurso, y (6) puede presentarse en cualquier etapa del 

procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal motu 

proprio”. Solá Gutiérrez et al. v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 

(2011), citando a González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 

848, 885 (2009). 

Por tanto, si un tribunal, luego de un minucioso análisis, 

entiende que no tiene jurisdicción sobre un recurso, sólo tiene 

autoridad para así declararlo. De hacer dicha determinación de 

carencia de jurisdicción, el tribunal debe desestimar la 

reclamación ante sí, sin entrar en sus méritos.  Lo anterior, basado 

en la premisa de que, si un tribunal dicta sentencia sin tener 

jurisdicción, su decreto será jurídicamente inexistente o ultravires. 

Cordero et al. v. ARPE et al., 187 DPR 445,447 (2012). 

La jurisdicción y competencia de este Tribunal para atender 

un recurso de revisión judicial están establecidas claramente en 

las disposiciones legales provistas por la Ley Núm. 103-2003, 
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conocida como Ley de la Judicatura de 2003, según enmendada, 4 

LPRA secs. 24(t) et seq., la Sección 4.2 de la Ley 38-2017, según 

enmendada, 3 LPRA § 9672, conocida como la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico 

(en adelante, la LPAU), y en la Regla 57 de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B. 

Al amparo del Artículo 4.006(c) de la Ley de la Judicatura de 

2003, supra, este Tribunal conocerá mediante recurso de revisión 

judicial, que se acogerá como cuestión de derecho, de toda 

decisión, orden y resolución final de las agencias administrativas. 

Asimismo, la Sección 4.2 de la LPAU, supra, provee que toda parte 

adversamente afectada por una orden o resolución final de una 

agencia administrativa y que haya agotado todos los remedios 

provistos por la agencia o por el organismo apelativo 

correspondiente, “podrá presentar una solicitud de revisión ante el 

Tribunal de Apelaciones, dentro de un término de treinta (30) días 

contados a partir de la fecha del archivo en autos de la copia de la 

notificación de la orden o resolución final de la agencia o a partir 

de la fecha aplicable de las dispuestas en la Sección 3.15 de esta 

Ley, cuando el término para solicitar la revisión judicial haya 

sido interrumpido mediante la presentación oportuna de una 

moción de reconsideración”. (Énfasis nuestro).  

En lo pertinente al caso de autos, la sección 4.2 de la LPAU, 

dispone un término de 30 días para solicitar la revisión judicial de 

una decisión o resolución final de una agencia administrativa. Este 

término es de carácter jurisdiccional y comienza a partir de la 

fecha en que se archive en autos la notificación de la resolución. Si 

dicho término se interrumpe con la presentación de una oportuna 

moción de reconsideración, la sección 3.15 de LPAU, 3 LPRA sec. 

9655, establece la siguiente norma: 
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La parte adversamente afectada por una resolución u 
orden parcial o final podrá, dentro del término de 

veinte (20) días desde la fecha de archivo en autos de la 
notificación de la resolución u orden, presentar una 
moción de reconsideración de la resolución u orden. La 
agencia dentro de los quince (15) días de haberse 
presentado dicha moción deberá considerarla. Si la 
rechazare de plano o no actuare dentro de los quince (15) 
días, el término para solicitar revisión comenzará a correr 
nuevamente desde que se notifique dicha denegatoria o 
desde que expiren esos quince (15) días, según sea el caso. 
Si se tomare alguna determinación en su consideración, el 
término para solicitar revisión empezará a contarse desde la 
fecha en que se archive en autos una copia de la 
notificación de la resolución de la agencia resolviendo 
definitivamente la moción de reconsideración. Tal 
resolución deberá ser emitida y archivada en autos dentro 

de los noventa (90) días siguientes a la radicación de la 
moción de reconsideración. Si la agencia acoge la moción de 
reconsideración pero deja de tornar alguna acción con 
relación a la moción dentro de los noventa (90) días de ésta 
haber sido radicada, perderá jurisdicción sobre la misma y 
el término para solicitar la revisión judicial empezará a 
contarse a partir de la expiración de dicho término de 
noventa (90) días salvo que la agencia, por justa causa y 
dentro de esos noventa (90) días, prorrogue el término para 
resolver por un período que no excederá de treinta (30) días 
adicionales. 
 
Si la fecha de archivo en autos de copia de la notificación de 
la orden o resolución es distinta a la del depósito en el 
correo ordinario o del envío por medio electrónico de dicha 
notificación, el término se calculará a partir de la fecha del 
depósito en el correo ordinario o del envío por medio 
electrónico, según corresponda. 
 

En síntesis, cuando se presenta una oportuna moción de 

reconsideración se interrumpe automáticamente el término 

para acudir en revisión judicial.  En cuyo caso la agencia tiene 

un término de quince (15) días para tomar alguna determinación 

en su consideración y el término para solicitar la revisión judicial 

comienza a contar a partir de la fecha en que se archiva en autos 

una copia de la notificación de la decisión de la agencia que 

resuelve definitivamente la moción de reconsideración. 

Específicamente se establece que, luego de la presentación 

oportuna de la reconsideración, cuando la agencia no toma 

determinación alguna dentro del referido plazo de 15 días, el 

término para presentar un recurso de revisión comenzará a 

discurrir nuevamente desde la expiración de dicho plazo. Misión 

Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64 (1998). 
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La oportuna presentación de una moción de reconsideración 

interrumpe el término para solicitar revisión judicial de un 

dictamen administrativo. Pérez v. VPH Motors Corp., 152 DPR 475, 

484 (1996); Pagán Ramos v. Fondo del Seguro del Estado, 129 DPR 

888, 903 (1992); López Rivera v. AFF, 89 DPR 414 (1963). Dentro 

de nuestro ordenamiento jurídico, una moción de reconsideración 

tardía no interrumpe el término para presentar la revisión judicial 

ante este Tribunal. López Rivera v. AFF, supra. 

En lo que concierne a la presentación de un recurso 

mediante envío por correo, representa que la parte ha hecho la 

entrega del recurso a ser radicado, no a la Secretaría del Tribunal, 

sino a la oficina del servicio postal.  Hiram A. Sánchez Martínez, 

Derecho Procesal Apelativo, San Juan, 2001, Lexis-Nexis of Puerto 

Rico, Inc., sec. 602, págs. 145 a la 145. “[A] diferencia de la 

notificación del recurso por correo, que está expresamente 

permitida por las reglas y reglamentos – y que, de hecho, es el 

método ordinario y más utilizado para notificar los recursos y 

demás escritos-, la presentación del recurso por correo no está 

prevista por ley, regla o reglamento alguno. Tampoco está 

prohibido”. Íd. 

No obstante, quien utiliza el correo como medio de 

presentación de un recurso lo hace a su propio riesgo, porque la 

fecha de presentación será siempre la fecha en que el recurso es 

recibido en la secretaría, luego de ser entregado por el servicio 

postal. H. A. Sánchez Martínez, op. cit., pág. 146; La Capital v. 

Tugwell, Gobernador, 61 DPR 865 (1943). “Es doctrina largamente 

establecida por el Tribunal Supremo que el hecho de depositar el 

recurso en el correo no equivale a su presentación en el tribunal ni 

los efectos de su radicación se retrotraen a la fecha en que fue 

depositado”. H. A. Sánchez Martínez, op. cit., pág. 146. Véase, 

además, La Capital v. Tugwell, Gobernador, supra; Luce & Co., S. 
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en C. v. Cintrón, 42 DPR 610 (1931); J. González Clemente & Co. v. 

Torres, 41 DPR 685 (1931). 

Sobre el envío por correo de un recurso ante un ente 

administrativo, al evaluar si un escrito enviado por correo se 

perfeccionaba en el momento en que es depositado en el correo o 

en el momento que fue recibido por dicho foro administrativo,  

nuestro Tribunal Supremo resolvió en Carrero v. Depto. de 

Educación, 141 DPR 830 (1996) que, aun si la parte envía 

oportunamente su recurso administrativo por la vía postal, es el 

recibo del recurso y no su depósito en el correo lo que determina la 

fecha de presentación del recurso.  Id. a las págs. 836-837. 

III. 

En el caso ante nuestra consideración, la Junta de Retiro 

emitió una determinación final el 21 de octubre de 2020 y la 

notificó el 4 de enero de 2021, según surge del matasellos del 

correo postal.  El señor Díaz Suárez contaba con un término de 

treinta (30) días, para solicitar revisión de tal determinación ante 

este Tribunal de Apelaciones, salvo que presentara una oportuna 

moción de reconsideración a la agencia que interrumpiera el 

término, lo que aquí no ocurrió.  Esto es, el señor Díaz Suárez 

tenía hasta el miércoles 3 de febrero de 2021 para comparecer 

mediante recurso de revisión judicial ante nosotros.  Sin embargo, 

el recurrente acudió ante nosotros el 26 de febrero de 2021, 

veintitrés (23) días fuera del término correspondiente. 

De una revisión de los documentos presentados ante nuestra 

consideración, no surge que haya ocurrido la presentación 

oportuna de una moción de reconsideración ante el foro 

administrativo que interrumpiera el término para comparecer a 

este foro intermedio.  El señor Díaz Suárez decidió hacer uso del 

correo postal para la entrega de su moción de reconsideración.  A 

pesar de que el recurrente depositó la misma en el correo postal el 
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22 de enero de 2021, ésta se entiende presentada ante la agencia 

administrativa el 26 de enero de 2021.  Dado que, la determinación 

administrativa que se pretende revisar fue notificada el 4 de enero 

de 2021, el señor Díaz Suárez tenía hasta el 25 de enero de 20214 

para presentar una oportuna reconsideración ante la agencia, de 

modo que tuviera el efecto de interrumpir el término para 

comparecer mediante revisión judicial.  En este caso y según lo 

admite el recurrente en su escrito, la Junta de Retiro recibió su 

reconsideración el martes 26 de enero de 2021, fecha que está 

fuera del término correspondiente para presentarla de manera 

oportuna.  Esta solicitud de reconsideración, al ser tardía, no tuvo 

el efecto de interrumpir el término para comparecer a este foro. 

En suma, en vista de que el recurso fue presentado fuera del 

término jurisdiccional de treinta (30) días para comparecer ante 

este Tribunal de Apelaciones, y debido a que no hubo una 

interposición oportuna de la moción de reconsideración que 

interrumpiera el mismo, es forzoso concluir que carecemos de 

jurisdicción para intervenir con los planteamientos hechos en la 

Solicitud de Revisión presentada por el señor Díaz Suárez. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se DESESTIMA el 

recurso presentado al amparo de la Regla 83(B) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
4 Toda vez que el 24 de enero de 2021 era domingo, el término se extiende hasta 

el próximo día hábil, en este caso, lunes 25 de enero de 2021. 


